
OBLIGACIONES DEL PROMOTOR 
ARTÍCULO 8o. INCIDENTES Y ACTOS DE TRÁMITE. Las cuestiones accesorias que se susciten en el 
curso del proceso de insolvencia se resolverán siguiendo el procedimiento previsto en los 
artículos 135 a 139 del Código de Procedimiento Civil. 
Los actos de trámite que deban surtirse dentro del proceso de insolvencia y que correspondan a 
actuaciones que no deben ser controvertidas por las demás partes del proceso, tales como expedición de 
copias, archivo y desglose de documentos, comunicación al promotor o liquidador de su designación 
como tal, entre otros, no requerirán la expedición de providencia judicial que así lo ordene o decrete y 
para su perfeccionamiento bastará con el hecho de dejar constancia en el expediente de lo actuado, lo 
cual tampoco requerirá notificación 
ARTÍCULO 19. INICIO DEL PROCESO DE REORGANIZACIÓN. La providencia que decreta el inicio 
del proceso de reorganización deberá, comprender los siguientes aspectos: 
1. <Numeral derogado por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012> 
2. Ordenar la inscripción del auto de inicio del proceso de reorganización en el registro mercantil de la 
Cámara de Comercio correspondiente al domicilio del deudor y de sus sucursales o en el registro que 
haga sus veces. 
3. Ordenar al promotor designado, que con base en la información aportada por el deudor y demás 
documentos y elementos de prueba que aporten los interesados, presente el proyecto de calificación y 
graduación de créditos y derechos de voto, incluyendo aquellas acreencias causadas entre la fecha de 
corte presentada con la solicitud de admisión al proceso y la fecha de inicio del proceso, so pena de 
remoción, dentro del plazo asignado por el juez del concurso, el cual no podrá ser inferior a veinte (20) 
días ni superior a dos (2) meses. 
Concordancias 
4. Disponer el traslado por el término de diez (10) días, a partir del vencimiento del término anterior, del 
estado del inventario de los bienes del deudor, presentado con la solicitud de inicio del proceso, y del 
proyecto de calificación y graduación de créditos y derechos de voto mencionada en el ante rior numeral, 
con el fin de que los acreedores puedan objetarlos. 
5. Ordenar al deudor, a sus administradores, o vocero, según corresponda, mantener a disposición de los 
acreedores, en su página electrónica, si la tiene, y en la de la Superintendencia de Sociedades, o por 
cualquier otro medio idóneo que cumpla igual propósito, dentro de los diez (10) primeros días de cada 
trimestre, a partir del inicio de la negociación, los estados financieros básicos actualizados, y la 
información relevante para evaluar la situación del deudor y llevar a cabo la negociación, así como el 
estado actual del proceso de reorganización, so pena de la imposición de multas. 
6. Prevenir al deudor que, sin autorización del juez del concurso, no podrá realizar enajenaciones que no 
estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, 
ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones, ni adoptar reformas estatutarias tratándose 
de personas jurídicas. 
7. Decretar, cuando lo considere necesario, medidas cautelares sobre los bienes del deudor y ordenar, en 
todo caso, la inscripción en el registro competente la providencia de inicio del proceso de reorganización, 
respecto de aquellos sujetos a esa formalidad. 
8. Ordenar al deudor y al promotor, la fijación de un aviso que informe sobre el inicio del proceso, en la 
sede y sucursales del deudor. 
9. Ordenar a los administradores del deudor y al promotor que, a través de los medios que estimen 
idóneos en cada caso, efectivamente informen a todos los acreedores la fecha de inicio del proceso de 
reorganización, transcribiendo el aviso que informe acerca del inicio expedido por la autoridad 
competente, incluyendo a los jueces que tramiten procesos de ejecución y restitución. En todo caso, 
deberá acreditar ante el juez del concurso el cumplimiento de lo anterior y siempre los gastos serán a 
cargo del deudor. 
10. Disponer la remisión de una copia de la providencia de apertura al Ministerio de la Protección Social, 
a la Dirección de Impuestos y Adunas Nacionales, y a la Superintendencia que ejerza la vigilancia o 
control del deudor, para lo de su competencia. 
11. Ordenar la fijación en sus oficinas, en un lugar visible al público y por un término de cinco (5) días, 
de un aviso que informe acerca del inicio del mismo, del nombre del promotor, la prevención al deudor 
que, sin autorización del juez del concurso, según sea el caso, no podrá realizar enajenaciones que no 
estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, 
ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones, ni adoptar reformas estatutarias tratándose 
de personas jurídicas. 
PARÁGRAFO. De común acuerdo el deudor y los acreedores titulares de la mayoría absoluta de los 
votos, podrán, en cualquier momento, reemplazar al promotor designado por el juez del concurso, 
siempre y cuando este último haga parte de la lista elaborada por la Superintendencia de Sociedades. 
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ARTÍCULO 20. NUEVOS PROCESOS DE EJECUCIÓN Y PROCESOS DE EJECUCIÓN EN CURSO. A 
partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá admitirse ni continuarse demanda de 
ejecución o cualquier otro proceso de cobro en contra del deudor. Así, los procesos de ejecución o cobro 
que hayan comenzado antes del inicio del proceso de reorganización, deberán remitirse para ser 
incorporados al trámite y considerar el crédito y las excepciones de mérito pendientes de decisión, las 
cuales serán tramitadas como objeciones, para efectos de calificación y graduación y las medidas 
cautelares quedarán a disposición del juez del concurso, según sea e l caso, quien determinará si la 
medida sigue vigente o si debe levantarse, según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la 
recomendación del promotor y teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia y necesidad operacional, 
debidamente motivada. El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de las 
actuaciones surtidas en contravención a lo prescrito en el inciso anterior, por auto que no tendrá recurso 
alguno.El promotor o el deudor quedan legalmente facultados para alegar individual o conjuntamente la 
nulidad del proceso al juez competente, para lo cual bastará aportar copia del certificado de la Cámara 
de Comercio, en el que conste la inscripción del aviso de inicio del proceso, o de la providencia de 
apertura. El Juez o funcionario que incumpla lo dispuesto en los incisos anteriores incurrirá en causal de 
mala conducta. 
ARTÍCULO 24. CALIFICACIÓN Y GRADUACIÓN DE CRÉDITOS Y DERECHOS DE VOTO. Para el 
desarrollo del proceso, el deudor deberá allegar con destino al promotor un proyecto de calificación y 
graduación de créditos y derechos de voto, en el cual estén detalladas claramente las obligaciones y los 
acreedores de las mismas, debidamente clasificados para el caso de los créditos, en los términos del 
Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás normas legales que lo modifiquen o adicionen.Los 
derechos de voto, y sólo para esos efectos, serán calculados, a razón de un voto por cada peso del valor 
de su acreencia cierta, sea o no exigible, sin incluir intereses, multas, sanciones u otros conceptos 
distintos del capital, salvo aquellas provenientes de un acto administrativo en firme, adicionándoles para 
su actualización la variación en el índice mensual de precios al consumidor certificado por el DANE, 
durante el período comprendido entre la fecha de vencimiento de la obligación y la fecha de corte de la 
calificación y graduación de créditos. En el caso de obligaciones pagadas en varios contados o 
instalamentos, serán actualizadas en forma separada.En esta relación de acreedores deberá indicarse 
claramente cuáles de ellos son los vinculados al deudor, a sus socios, administradores o controlantes, por 
cualquiera de las siguientes razones: 
1. Parentesco, hasta cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil. 
2. Tener o haber tenido en los cinco últimos años accionistas, socios o asociados comunes. 
3. Tener o haber tenido, en el mismo período indicado en el numeral anterior, representantes o 
administradores comunes. 
4. Existencia de una situación de subordinación o grupo empresarial. 
Las reglas anteriores deberán aplicarse en todos los eventos donde haya lugar a la actualización de la 
calificación y graduación de créditos y los derechos de voto de los acreedores. 
ARTÍCULO 31. TÉRMINO PARA CELEBRAR EL ACUERDO DE REORGANIZACIÓN. <Artículo 
modificado por el artículo 38 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> En la providencia 
de reconocimiento de créditos se señalará el plazo de cuatro meses para celebrar el acuerdo de 
reorganización, sin perjuicio de que las partes puedan celebrarlo en un término inferior. El término de 
cuatro meses no podrá prorrogarse en ningún caso. 
Dentro del plazo para la celebración del acuerdo, el promotor con fundamento en el plan de 
reorganización de la empresa y el flujo de caja elaborado para atender el pago de las obligaciones, 
deberá presentar ante el juez del concurso, según sea el caso, un acuerdo de reorganización 
debidamente aprobado con los votos favorables de un número plural de acreedores que representen, por 
lo menos la mayoría absoluta de los votos admitidos. Dicha mayoría deberá, adicionalmente, 
conformarse de acuerdo con las siguientes reglas: 
1. Existen cinco (5) categorías de acreedores, compuestas respectivamente por: 
a) Los titulares de acreencias laborales; 
b) Las entidades públicas; 
c) Las instituciones financieras, nacionales y demás entidades sujetas a la inspección y vigilancia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia de carácter privado, mixto o público; y las instituciones 
financieras extranjeras; 
d) Acreedores internos, y 
e) Los demás acreedores externos. 
2. Deben obtenerse votos favorables provenientes de por lo menos de <sic> tres (3) categorías de 
acreedores. 
3. En caso de que solo existan tres (3) categorías de acreedores, la mayoría deberá conformarse con 
votos favorables provenientes de acreedores pertenecientes a dos (2) de ellas. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr077.html#2488
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1429_2010.html#38


4. De existir solo dos (2) categorías de acreedores, la mayoría deberá conformarse con votos favorables 
provenientes de ambas clases de acreedores. 
Si el acuerdo de reorganización debidamente aprobado no es presentado en el término previsto en este 
artículo, comenzará a correr de inmediato el término para celebrar el acuerdo de adjudicación. 
El acuerdo de reorganización aprobado con el voto favorable de un número plural de acreedores que 
representen, por lo menos, el setenta y cinco por ciento (75%) de los votos no requerirá de las 
categorías de acreedores votantes, establecidas en las reglas contenidas en los numerales anteriores. 
PARÁGRAFO 1o. Para los efectos previstos en esta ley se consideran acreedores internos los socios o 
accionistas de las sociedades, el titular de las cuotas o acciones en la empresa unipersonal y los titulares 
de participaciones en cualquier otro tipo de persona jurídica. En el caso de la persona natural 
comerciante, el deudor tendrá dicha condición. 
Para efectos de calcular los votos, cada acreedor interno tendrá derecho a un número de votos 
equivalente al valor que se obtenga al multiplicar su porcentaje de participación en el capital, por la cifra 
que resulte de restar del patrimonio, las partidas correspondientes a utilidades decretadas en especie y 
el monto de la cuenta de revalorización del patrimonio, así haya sido capitalizada, de conformidad con el 
balance e información con corte a la fecha de admisión al proceso de insolvencia. Cuando el patrimonio 
fuere negativo cada accionista tendrá derecho a un voto. 
La reforma del acuerdo de reorganización deberá ser adoptada con el mismo porcentaje de votos 
requeridos para su aprobación y confirmación. Para el efecto, serán descontados de los votos 
originalmente determinados aquellas acreencias que hayan sido extinguidas en ejecución del acuerdo de 
reorganización, permaneciendo los votos de los acreedores internos igual a los calculados para la primera 
determinación, con base en la fecha de inicio del proceso. 
PARÁGRAFO 2o. Cuando los acreedores internos o vinculados detenten la mayoría decisoria en el 
acuerdo de reorganización, no podrá preveerse en el acuerdo ni en sus reformas un plazo para la 
atención del pasivo externo de acreedores no vinculados superior a diez años contados desde la fecha de 
celebración del acuerdo, salvo que la mayoría de los acreedores externos consientan en el otorgamiento 
de un plazo superior. 
ARTÍCULO 32. MAYORÍA ESPECIAL EN EL CASO DE LAS ORGANIZACIONES EMPRESARIALES 
Y ACREEDORES INTERNOS. Además de la mayoría exigida por el artículo anterior para la aprobación 
del acuerdo, cuando los acreedores internos o cuando uno o varios acreedores, pertenecientes a una 
misma organización o grupo empresarial emitan votos en un mismo sentido que equivalgan a la mayoría 
absoluta o más de los votos admisibles, la aprobación requerirá, además, del voto emitido en el mismo 
sentido por un número plural de acreedores de cualquier clase o clases que sea igual o superior al 
veinticinco por ciento (25%) de los votos restantes admitidos. 
Forman parte de una organización empresarial: 
1. Las personas que tengan la calidad de matrices o controlantes y sus subordinadas, en los términos de 
los artículos 260 y 261 del Código de Comercio. 
2. Los empresarios y empresas anunciados ante terceros como “grupo”, 'organización”, “agrupación”, 
“conglomerado” o expresión semejante. 
3. Las personas naturales o jurídicas vinculadas por medio de contratos de colaboración tales como 
sociedades de hecho, consorcios, uniones temporales y contrato de riesgo compartido, siempre y cuando 
exista plena prueba sobre la existencia de tales contratos. 
Las discrepancias al respecto serán decididas por el juez del concurso, en la audiencia de confirmación. 
Cuando dos o más acreedores configuren una misma organización o grupo empresarial, deberán 
informar al promotor sobre el particular, a más tardar en la fecha de la audiencia de decisión de 
objeciones o en la fecha de la expedición de la providencia que fija el plazo para la celebración del 
acuerdo. En caso de incumplimiento de la anterior obligación, respecto de los acreedores que no hayan 
informado sobre la conformación de grupo empresarial, sus derechos de voto quedarán reducidos a la 
mitad 
ARTÍCULO 35. AUDIENCIA DE CONFIRMACIÓN DEL ACUERDO DE REORGANIZACIÓN. Dentro 
de los tres (3) días siguientes a la fecha en que el promotor radique el acuerdo de reorganización 
aprobado por los acreedores, el juez del concurso convocará a una audiencia de confirmación del 
acuerdo, la cual deberá ser realizada dentro de los cinco (5) días siguientes, para que los acreedores 
tengan la oportunidad de presentar sus observaciones tendientes a que el Juez, verifique su legalidad. 
Si el juez niega la confirmación, expresará las razones que tuvo para ello, y suspenderá la audiencia, por 
una sola vez y por un término máximo durante ocho (8) días, para que el acuerdo sea corregido y 
aprobado por los acreedores, de conformidad con lo ordenado, so pena del inicio del término para 
celebrar acuerdo de adjudicación. 
Presentado debidamente dentro del plazo mencionado en el inciso anterior, el Juez, determinará dentro 
de los ocho (8) días siguientes, si lo confirma o no. Al vencimiento de tal término, será reanudada la 
audiencia de confirmación, en la cual se emitirá el fallo, que no será susceptible de recurso alguno. No 
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presentado o no confirmado el acuerdo de reorganización, el juez ordenará la celebración del acuerdo de 
adjudicación, mediante providencia en la cual fijará la fecha de extinción de la persona jurídica, la cual 
deberá enviarse de oficio para su inscripción en el registro mercantil. 
ARTÍCULO 38. EFECTOS DE LA NO PRESENTACIÓN O FALTA DE CONFIRMACIÓN DEL 
ACUERDO DE REORGANIZACIÓN. Los efectos que producirá la no presentación o no confirmación 
del acuerdo serán los siguientes: 
1. Disolución de la persona jurídica. 
2. <Ver Notas del Editor> Separación de los administradores, quienes finalizarán sus funciones 
entregando la totalidad de los bienes y la contabilidad al promotor, quien para los efectos de celebración 
y culminación del acuerdo de adjudicación asumirá la representación legal de la empresa, a partir de su 
inscripción en el registro mercantil. 
3. La culminación de los contratos de tracto sucesivo, de cumplimiento diferido o de ejecución 
instantánea, no necesarios para la preservación de los activos, así como los contratos de fiducia 
mercantil o encargos fiduciarios, celebrados por el deudor en calidad de constituyente, sobre bienes 
propios y para amparar obligaciones propias o ajenas, salvo autorización para continuar su ejecución, 
impartida por el juez del proceso. 
4. La finalización de pleno derecho de los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia mercantil 
celebrados por el deudor, con el fin de garantizar obligaciones propias o ajenas con sus propios bienes. 
El juez del proceso ordenará la cancelación de los certificados de garantía y la restitución de los bienes 
que conforman el patrimonio autónomo. Serán tenidas como obligaciones del fideicomitente las 
adquiridas por cuenta del patrimonio autónomo. 
Tratándose de inmuebles, el juez comunicará la terminación del contrato, mediante oficio al notario 
competente que conserve el original de las escrituras pertinentes. La providencia respectiva será inscrita 
en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, en la matrícula correspondiente. El acto de 
restitución de los bienes que conforman el patrimonio autónomo será considerado sin cuantía, para 
efectos de derechos notariales, de registro y de timbre. 
Los acreedores beneficiarios del patrimonio autónomo serán tratados como acreedores con garantía 
prendaria o hipotecaria, de acuerdo con la naturaleza de los bienes fideicomitidos. 
La restitución de los activos que conforman el patrimonio autónomo implica que la masa de bienes 
pertenecientes al deudor, responderá por las obligaciones a cargo del patrimonio autónomo de 
conformidad con las prelaciones de ley aplicables al concurso. 
La fiduciaria entregará los bienes al promotor dentro del plazo que el juez del concurso señale y no 
podrá alegar en su favor derecho de retención por concepto de comisiones, honorarios o remuneraciones 
derivadas del contrato. 
PARÁGRAFO. Lo previsto en el presente artículo no se aplicará respecto de cualquier tipo de acto o 
contrato que tenga por objeto o como efecto la emisión de valores u otros derechos de naturaleza 
negociable en el mercado público de valores de Colombia o en el exterior, ni respecto de patrimonios 
autónomos constituidos para adelantar procesos de titularización a través del mercado público de 
valores, ni de aquellos patrimonios autónomos que tengan fines de garantía que formen parte de la 
estructura de la emisión 
ARTÍCULO 46. AUDIENCIA DE INCUMPLIMIENTO. Si algún acreedor o el deudor denuncia el 
incumplimiento del acuerdo de reorganización o de los gastos de administración, el Juez del concurso 
verificará dicha situación y en caso de encontrarlo acreditado, requerirá al promotor para que, dentro de 
un término no superior a un (1) mes, actualice la calificación y graduación de créditos y derechos de 
voto, gestione las posibles alternativas de solución y presente al Juez del concurso el resultado de sus 
diligencias. 
Recibido el Informe del Promotor, el Juez del concurso, convocará al deudor y a los acreedores cuyos 
créditos no hayan sido pagados, a una audiencia para deliberar sobre la situación y decidir lo pertinente. 
Cuando el incumplimiento provenga de gastos de administración, debe ser subsanado con el 
consentimiento individual de cada acreedor, sin que sus créditos cuenten para efectos de voto. 
Si la situación es resuelta, el Juez del concurso confirmará la alternativa de solución acordada y el 
promotor deberá cumplir con las formalidades previstas en la presente ley. En caso contrario, el juez del 
concurso declarará terminado el acuerdo de reorganización y ordenará la apertura del trámite del 
proceso de liquidación judicial. 
A partir de la fecha de convocatoria de la audiencia de incumplimiento, deberán suspenderse los pagos 
previstos en el acuerdo de reorganización, so pena de ineficacia de pleno derecho de los mismos 
ARTÍCULO 67. PROMOTORES O LIQUIDADORES. <Aparte tachado derogado por el artículo 626 de 
la Ley 1564 de 2012> <Ver Notas del Editor> Al iniciar el proceso de insolvencia, el juez del concurso, 
según sea el caso, designará por sorteo público al promotor o liquidador, en calidad de auxiliar de la 
justicia, escogido de la lista elaborada para el efecto por la Superintendencia de Sociedades. 
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En cualquier tiempo, los acreedores que representen por lo menos el sesenta por ciento (60%) de las 
acreencias, calificadas y graduadas, podrán sustituir al liquidador designado por el Juez, escogiendo el 
reemplazo de la lista citada en el inciso anterior, quien deberá posesionarse ante aquel. Lo anterior 
aplicará también al promotor cuando actúe como representante legal para efectos del acuerdo de 
adjudicación. 
Adicionalmente, los promotores y liquidadores podrán ser recusados o removidos por el juez del 
concurso por las causales objetivas establecidas por el Gobierno. 
El promotor o liquidador removidos en los términos de la presente ley, no tendrán derecho sino al pago 
mínimo que para el efecto determine el Gobierno, teniendo en consideración el estado de avance del 
proceso. 
Una misma persona podrá actuar como promotor o como liquidador en varios procesos, sin exceder un 
máximo de tres (3) procesos en que pueda actuar en forma simultánea. 
PARÁGRAFO 1o. La lista de promotores y liquidadores de la Superintendencia de Sociedades será 
abierta y a ella ingresarán todas las personas que cumplan con los requisitos mínimos de experiencia e 
idoneidad profesional que para el efecto establezca el Gobierno. 
PARÁGRAFO 2o. Salvo en los casos en los cuales la empresa carezca de activos suficientes y se 
requiera un pago mínimo, la remuneración de liquidadores no podrá exceder, del seis por ciento (6%) 
del valor de los activos de la empresa insolvente. Para los promotores el valor de los honorarios no podrá 
exceder del punto dos por ciento (0,2%) del valor de los activos de la empresa insolvente, por cada mes 
de negociación. 
PARÁGRAFO 3o. El Gobierno reglamentará el presente artículo dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la fecha de promulgación de la presente ley. Mientras tanto, se aplicarán a promotores y liquidadores 
los requisitos y demás normas establecidas en las normas vigentes al momento de promulgarse la 
presente ley. 
ARTÍCULO 68. FORMALIDADES. El acuerdo de reorganización y el de adjudicación deberán constar 
íntegramente en un documento escrito, firmado por quienes lo hayan votado favorablemente. Cuando el 
acuerdo tenga por objeto transferir, modificar, limitar el dominio u otro derecho real sobre bienes sujetos 
a registro, constituir gravámenes o cancelarlos, la inscripción de la parte pertinente del acta en el 
correspondiente registro será suficiente sin que se requiera el otorgamiento previo de escritura pública u 
otro documento. 
Si el promotor ha utilizado para la votación sistemas de comunicación simultánea o sucesiva, deberá 
acompañar prueba de la expresión y contenido de las decisiones y de los votos en documento o 
documentos escritos, debidamente firmados por él mismo. 
Para efectos de timbre, impuestos y derechos de registro el acuerdo de reorganización o de adjudicación, 
al igual que las escrituras públicas otorgadas en su desarrollo o ejecución, incluidas aquellas que tengan 
por objeto reformas estatutarias o daciones en pago sujetas a dicha solemnidad, directamente 
relacionadas con el mismo, serán documentos sin cuantía. Los documentos en que consten las deudas 
una vez reestructuradas quedan exentos del impuesto de timbre. 
El pago de impuestos prediales, cuotas de administración, servicios públicos y cualquier otra tasa o 
contribución necesarios para obtener el paz y salvo en la enajenación de inmuebles o cualquier otro bien 
sujeto a registro, sólo podrá exigirse respecto de aquellas acreencias causadas con posterioridad al inicio 
del proceso de insolvencia. Las anteriores, quedarán sujetas a los términos del acuerdo o a las resultas 
del trámite de liquidación judicial. El funcionario que desatienda lo dispuesto en el presente inciso, 
responderá civil y penalmente por los daños y perjuicios causados, sin perjuicio de las multas sucesivas 
que imponga el Juez del concurso, las cuales podrán ascender hasta doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
ARTÍCULO 70. CONTINUACIÓN DE LOS PROCESOS EJECUTIVOS EN DONDE EXISTEN OTROS 
DEMANDADOS. En los procesos de ejecución en que sean demandados el deudor y los garantes o 
deudores solidarios, o cualquier otra persona que deba cumplir la obligación, el juez de la ejecución, 
dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación que le informe del inicio del proceso de 
insolvencia, mediante auto pondrá tal circunstancia en conocimiento del demandante, a fin que en el 
término de su ejecutoria, manifieste si prescinde de cobrar su crédito al garante o deudor solidario. Si 
guarda silencio, continuará la ejecución contra los garantes o deudores solidarios. 
Estando decretadas medidas cautelares sobre bienes de los garantes, deudores solidarios o cualquier 
persona que deba cumplir la obligación del deudor, serán liberadas si el acreedor manifiesta que 
prescinde de cobrar el crédito a aquellos. 
Satisfecha la acreencia total o parcialmente, quien efectúe el pago deberá denunciar dicha circunstancia 
al promotor o liquidador y al juez del concurso para que sea tenida en cuenta en la calificación y 
graduación de créditos y derechos de voto. 



De continuar el proceso ejecutivo, no habrá lugar a practicar medidas cautelares sobre bienes del deudor 
en reorganización, y las practicadas respecto de sus bienes quedarán a órdenes del juez del concurso, 
aplicando las disposiciones sobre medidas cautelares contenidas en esta ley. 
PARÁGRAFO. Si al inicio del proceso de insolvencia un acreedor no hubiere iniciado proceso ejecutivo 
en contra del deudor, ello no le impide hacer efectivo su derecho contra los garantes o codeudores. 
ARTÍCULO 75. LEGITIMACIÓN, PROCEDIMIENTO, ALCANCE Y CADUCIDAD. Las acciones 
revocatorias y de simulación podrán interponerse por cualquiera de los acreedores, el promotor o el 
liquidador hasta dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha en que quede en firme la calificación y 
graduación de créditos y derechos de voto. 
La acción se tramitará como proceso abreviado regulado en el Código de Procedimiento Civil. 
La sentencia que decrete la revocación o la simulación del acto demandado dispondrá, entre otras 
medidas, la cancelación de la inscripción de los derechos del demandado vencido y las de sus 
causahabientes, y en su lugar ordenará inscribir al deudor como nuevo titular de los derechos que le 
correspondan. Con tal fin, la secretaría librará las comunicaciones y oficios a las oficinas de registro 
correspondientes. 
Todo aquel que haya contratado con el deudor y sus causahabientes, de mala fe, estará obligado a 
restituir al patrimonio las cosas enajenadas en razón de la revocación o la declaración de simulación, así 
como, sus frutos y cualquier otro beneficio percibido. Si la restitución no fuere posible, deberá entregar 
al deudor el valor en dinero de las mencionadas cosas a la fecha de la sentencia. 
Cuando fuere necesario asegurar las resultas de las acciones revocatorias o de simulación de actos del 
deudor, el juez, de oficio o a petición de parte y previo el otorgamiento de la caución que fijare, 
decretará el embargo y secuestro de bienes o la inscripción de la demanda. Estas medidas estarán 
sujetas a las disposiciones previstas en el Código de Procedimiento Civil. 
PARÁGRAFO. La acción referente a las daciones en pago y los actos a título gratuito, podrán ser 
iniciadas de oficio por el juez del concurso. 
ARTÍCULO 90. AUTORIZACIÓN DADA AL PROMOTOR O LIQUIDADOR PARA ACTUAR EN UN 
ESTADO EXTRANJERO. El promotor o liquidador estará facultado para actuar en un Estado extranjero 
en representación de un proceso abierto en la República de Colombia con arreglo a las normas 
colombianas relativas a la insolvencia, en la medida en que lo permita la ley extranjera aplicable. 
ARTÍCULO 106. MEDIDAS OTORGABLES A PARTIR DEL RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO 
EXTRANJERO. Desde el reconocimiento de un proceso extranjero, ya sea principal o no principal, de ser 
necesario para proteger los bienes del deudor o los intereses de los acreedores, la autoridad colombiana 
competente podrá, a instancia del representante extranjero, otorgar toda medida apropiada, incluidas las 
siguientes: 
1. Disponer el examen de testigos, la presentación de pruebas o el suministro de información respecto 
de los bienes, negocios, derechos, obligaciones o responsabilidades del deudor. 
2. Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra persona nombrada por la autoridad 
colombiana competente, y en la medida en que la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud, 
la administración o la realización de todos o de parte de los bienes del deudor, que se encuentren en el 
territorio de este Estado, para proteger y preservar el v alor de aquellos que, por su naturaleza o por 
circunstancias concurrentes, sean perecederos, susceptibles de devaluación, o estén amenazados por 
cualquier otra causa. 
3. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, principal o no principal, la autoridad colombiana 
competente, y en la medida en que la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud podrá, a 
instancia del representante extranjero, encomendar al representante extranjero, o a otra persona 
nombrada por autoridad colombiana competente, la adjudicación de todos o de parte de los bienes del 
deudor ubicados en el territorio de la República de Colombia, siempre que la autoridad colombiana 
competente se asegure que los intereses de los acreedores domiciliados en Colombia estén 
suficientemente protegidos. 
4. Prorrogar toda medida cautelar otorgada con arreglo al artículo sobre medidas otorgables a partir de 
la solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero. 
5. Conceder al representante extranjero cualquier otra medida que, conforme a las normas colombianas 
relativas a la insolvencia, digan relación al cumplimiento de funciones propias del promotor o liquidador. 
Al otorgar medidas con arreglo a este artículo al representante de un proceso extranjero no principal, la 
autoridad colombiana competente deberá asegurarse de que las medidas atañen a bienes que, con 
arreglo al derecho de la República de Colombia, hayan de ser administrados en el marco del proceso 
extranjero no principal, o que atañen a información requerida en ese proceso extranjero no principal. 
ARTÍCULO 110. COOPERACIÓN Y COMUNICACIÓN DIRECTA ENTRE LAS AUTORIDADES 
COLOMBIANAS COMPETENTES Y LOS TRIBUNALES O REPRESENTANTES EXTRANJEROS. En 
los asuntos indicados en el artículo sobre casos de insolvencia transfronteriza del presente Título, la 
autoridad colombiana competente deberá cooperar en la medida de lo posible con los tribunales 



extranjeros o los representantes extranjeros, ya sea directamente o por conducto del promotor o 
liquidador, según el caso. La autoridad colombiana competente estará facultada para ponerse en 
comunicación directa con los tribunales o representantes extranjeros o para recabar información o 
asistencia directa de los mismos. 
ARTÍCULO 111. COOPERACIÓN Y COMUNICACIÓN DIRECTA ENTRE LOS AGENTES DE LA 
INSOLVENCIA Y LOS TRIBUNALES O REPRESENTANTES EXTRANJEROS. En los asuntos 
indicados en el artículo sobre casos de insolvencia transfronteriza del presente Título, el promotor o 
liquidador deberá cooperar, en el ejercicio de sus funciones y bajo la supervisión de la autoridad 
colombiana competente, con los tribunales y representantes extranjeros. 
El promotor o liquidador estará facultado, en el ejercicio de sus funciones y bajo la supervisión de la 
autoridad colombiana competente, para ponerse en comunicación directa con los tribunales o los 
representantes extranjeros. 
 


